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Sociedad: sociedades extranjeras: capacidad; actos aislados;
compra de inmuebles; fundamento y constitucionalidad de la
Resolución General 8/03 de la Inspección General de Justicia;
sociedades off shore; actuación ilegítima; sociedades constituidas a
los fines de defraudar al fisco; atribuciones de la Inspección General
de Justicia *

———
* Publicado en El Derecho del 26 y 27/11/2005, fallo 53.814.

Doctrina:
1) La resolución de la Inspección

General de Justicia, conforme a la
cual se hizo saber a la sociedad
extranjera, la cual adquirió va-
rios inmuebles, invocando efec-
tuar un acto aislado en el país,
que debía cumplir con la inscrip-
ción registral prevista en el párr.
3º del art. 118 de la ley 19550, ba-
jo apercibimiento de iniciar las
acciones judiciales correspon-
dientes, no constituye un verda-
dero emplazamiento, pues carece
de una consecuencia inmediata y
específica, pasible de promover
efectos en la sociedad. La conse-
cuencia de ese emplazamiento no

es otro que una reiteración de las
facultades genéricas conferidas
por el art. 8º de la ley 22315 a esa
dependencia estatal y la adver-
tencia sobre una acción futura.

2) El procedimiento instituido por la
Resolución General IGJ 8/03 para
verificar el cumplimiento del ré-
gimen de publicidad del art. 118,
párr. 3º de la ley 19550, fue dis-
puesto en ejercicio de las faculta-
des conferidas al Inspector Gene-
ral en el art. 3º de la ley 22315.
Esa norma establece específica-
mente su competencia para fisca-
lizar las sociedades constituidas
en el extranjero que hagan ejerci-
cio habitual en el país de actos
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comprendidos en su objeto social,
con los alcances puntualizados en
los arts. 6º y 8º de la misma ley
(del dictamen de la Fiscal de Cá-
mara).

3) La creación por la Inspección Ge-
neral de Justicia de un registro de
datos en coordinación con el Re-
gistro de la Propiedad Inmueble
halla respaldo en la atribución del
organismo de requerir informa-
ción para el mejor cumplimiento
de sus funciones (arts. 6º y 11, ley
22315). Éste se adecua a los requi-
sitos establecidos por la ley 25326
de Protección de Datos Persona-
les, que regula la creación y fun-
cionamiento de los registros pú-
blicos. Es decir, fue creado por dis-
posición general publicada en el
Boletín Oficial de la Nación (art.
22.1) y observa los recaudos para
el tratamiento de la información
exigidos por la citada ley, a saber:
1) el tratamiento de datos perso-
nales es lícito cuando se recaba
para el ejercicio de funciones pro-
pias de los poderes del Estado (art.
5º, inc. b); 2) las dependencias del
Estado se encuentran habilitadas
para compartir la información
necesaria para el ejercicio de sus
respectivas competencias y en la
medida de sus funciones atribui-
das por la ley (art. 11, inc. c).
Máxime que en el caso se trata de
un registro de uso interno.

4) La creación del Registro de Actos
Aislados por parte de la Inspección
General de Justicia en la Resolu-
ción General 8/03 no ha sido uti-
lizada como un fin en sí mismo,
sino como un medio para ejecutar
las facultades de fiscalización atri-
buidas a dicho ente de control por

el art. 3º de la ley 22315 (del dic-
tamen de la Fiscal de Cámara).

5) Resulta aplicable a la Administra-
ción Pública la tesis según la cual,
otorgado un poder a un organis-
mo, como es el caso de las faculta-
des de fiscalización atribuidas a la
Inspección General de Justicia, co-
rresponde entender que se le han
dotado todos los poderes necesa-
rios para el ejercicio del que ha si-
do expresamente conferido, y sin
los cuales, sino imposible, sería
sumamente difícil y embarazosa
la ejecución del poder expresa-
mente otorgado (del dictamen de
la Fiscal de Cámara).

6) La Resolución General de la Ins-
pección General de Justicia núme-
ro 8/03 halla fundamento en los
siguientes propósitos que surgen
de sus considerandos: a) Velar por
los principios de soberanía y con-
trol del régimen registral de la ley
19550; b) Distinguir aquellas so-
ciedades que funcionan efectiva-
mente en el exterior y canalizan
sus inversiones productivas, de
aquellas cuyo único objeto es la
elusión del derecho argentino; c)
La moralización de la vida em-
presaria y del tráfico; d) Prevenir
la interposición de personas para
violar la ley; e) Limitar la even-
tual legitimación de activos de
origen ilícito y la infracción a nor-
mas tributarias (del dictamen de
la Fiscal de Cámara).

7) El designio de la Resolución Gene-
ral 8/03 de la Inspección General
de Justicia no es instrumentar
una cruzada nacionalista desti-
nada a los inversores foráneos, si-
no que pretende revertir un fenó-
meno de la realidad jurídica que
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crea un grado de desigualdad de
las personas ante la ley, deletéreo
del orden normativo (del dicta-
men de la Fiscal de Cámara).

8) Todo el sistema de publicidad que
inspira la registración de personas
jurídicas, nacionales y extranjeras
se dirige a dar seguridad a los ter-
ceros en sus relaciones comerciales
y a las relaciones de responsabili-
dad que se susciten en virtud de la
actuación del ente ideal. Sin em-
bargo, los evasores de la ley siem-
pre encuentran antes que la justi-
cia los resquicios que deja el siste-
ma legal o los ámbitos poco regla-
mentados para llevar a cabo sus
propósitos (del dictamen de la
Fiscal de Cámara).

9) En los últimos tiempos se advierte
un uso creciente de sociedades ex-
tranjeras off shore que permiten
obrar en la clandestinidad para
cometer delitos económicos y bur-
lar toda clase de imperativos lega-
les mediante la actuación por in-
terpósita persona. Me refiero a la
elusión de obligaciones tributa-
rias, las derivadas del régimen su-
cesorio, deberes de asistencia fa-
miliar, división de la sociedad
conyugal, responsabilidad ante
los acreedores y toda clase de si-
mulación y fraude a derechos de
terceros. Esta disfunción se ha
puesto de manifiesto a nivel inter-
nacional ya que las sociedades off
shore han desempeñado un rol
protagónico en grandes escánda-
los financieros, como en los casos
“Enron”, “World Com”, “Parma-
lat” y “Adecco”, donde una serie
de propiedades y bienes –de ori-
gen no explicable– aparecía bajo
la titularidad de esta clase de so-

ciedades (del dictamen de la Fis-
cal de Cámara).

10)El fenómeno de la globalización y
el acceso a las redes digitales han
facilitado la adquisición de las so-
ciedades off shore, que se han
convertido en una herramienta
accesible para encubrir activida-
des ilegales o en fraude a las leyes
nacionales (del dictamen de la
Fiscal de Cámara).

11)La Resolución General 8/03, ema-
nada de la Inspección General de
Justicia, también se dirige a rever-
tir una situación de vacío regla-
mentario que facilita la comisión
de actos criminales que compro-
meten la seguridad del Estado y
de la comunidad internacional,
como es el caso de la evasión fis-
cal, el lavado de dinero y la finan-
ciación del terrorismo internacio-
nal (del dictamen de la Fiscal de
Cámara).

12)Constituye un fenómeno conoci-
do el incremento de la creación de
sociedades extranjeras alejadas de
toda finalidad comercial, con el
solo propósito de infringir las le-
yes tributarias (del dictamen de
la Fiscal de Cámara).

13)Mientras que la planificación fis-
cal es admitida, la evasión y la
elusión deben ser reprochadas. En
la elusión fiscal sólo hay una apa-
riencia de legalidad, en tanto el
contribuyente utiliza formas jurí-
dicas previstas por la legislación,
pero no para los fines que tuvo en
cuenta el legislador al crearlas, si-
no para reducir sus impuestos.
Ello difiere de la planificación fis-
cal donde el contribuyente aprove-
cha un territorio fiscalmente libe-
rado por voluntad expresa del le-
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gislador, que se revela objetiva-
mente en el texto de la ley (del dic-
tamen de la Fiscal de Cámara).

14)La línea que distingue la planifi-
cación fiscal de la elusión es del-
gada (del dictamen de la Fiscal
de Cámara).

15)El proceso de verificación creado
por la Resolución General 8/03 de
la Inspección General de Justicia
tiende a desalentar la evasión tri-
butaria, pues permite distinguir
aquellas sociedades extranjeras
que tienen una finalidad de in-
versión –Resolución General IGJ
22/04– de aquellas que se han
constituido con el solo fin de elu-
dir impuestos, o para sustraer bie-
nes de la garantía de los acree-
dores o del cumplimiento de obli-
gaciones familiares u otras leyes
imperativas (del dictamen de la
Fiscal de Cámara).

16)En un país como la República Ar-
gentina, donde cerca de la mitad
de la población está excluida de
tener un nivel digno de subsisten-
cia, los niños, los jóvenes, los deso-
cupados, las personas ineficientes
desde el punto de vista económico,
necesitan programas de salud y
educación que los rescate del ais-
lamiento. La instrucción insufi-
ciente es garantía de exclusión.
Ante un problema de esas dimen-
siones, ya no cabe duda de que só-
lo la acción estatal puede encarar
con eficacia esas políticas, cuya
desatención acarreará graves con-
secuencias para la paz social. La
elusión tributaria impide realizar
estos proyectos, que también re-
quieren una democracia más exi-
gente en cuanto al uso de los fon-

dos públicos (del dictamen de la
Fiscal de Cámara).

17)Si bien algunos sectores pueden
caer en el error de considerar que
los capitales provenientes del cri-
men organizado, una vez ingresa-
dos al país pueden insertarse en la
economía, generando inversiones
duraderas, ello sin embargo no es
así: el lavado de dinero trae conse-
cuencias nefastas para las socie-
dades en que se instala; sus proce-
sos no encuadran en las leyes de
los mercados, ni en las sanas prác-
ticas económico-financieras que
deben gobernarlos. La influencia
política y económica del crimen
organizado debilita la estructura
social, los estándares éticos de la
colectividad y finalmente las ins-
tituciones democráticas de la so-
ciedad. Fundamentalmente, el la-
vado de dinero está inextricable-
mente ligado a la actividad crimi-
nal subyacente que lo genera (del
dictamen de la señora Fiscal de
Cámara).

18)En el ámbito del lavado de acti-
vos, la actuación a través de socie-
dades off shore juega un papel
protagónico, porque éstas ofrecen
un elemento fundamental para
ocultar la fuente ilícita: la confi-
dencialidad. Por otra parte, el ac-
ceso fácil y anónimo a los centros
off shore que proporciona Inter-
net ha facilitado su producción
industrial, sin moverse de la pro-
pia casa u oficina, con absoluta
discreción, mediante los sistemas
de navegación anónima que pro-
vee la red (del dictamen de la
Fiscal de Cámara).

19)La exigencia de mayor transpa-
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rencia en la actuación de socieda-
des extranjeras dispuesta por la
Inspección General de Justicia no
presenta una magnitud que di-
suada a los inversores genuinos.
Éstos se adecuarán a los requeri-
mientos de información –me-
diante la inscripción de las deno-
minadas “sociedades vehículo”
(RG 22/04 IGJ)– como ocurre en
todas las economías avanzadas
cuando los extranjeros (ajenos a
la comunidad) pretenden inser-
tarse en sus mercados (del dicta-
men de la Fiscal de Cámara).

20)Debe destacarse un aspecto esen-
cial que define al delito de lavado
de dinero, distinguiéndolo de la
mayoría: sólo produce un daño
colectivo. Jamás se hallará un
damnificado individual que de-
nuncie ese delito o promueva una
acción judicial. El lavado de dine-
ro es un delito invisible que perju-
dica a todos, corroe la economía y
la sociedad. Vemos, pues, que
también en este aspecto la acción
de los particulares es insuficiente
para garantizar la observancia de
la ley y el bienestar general de la
sociedad (del dictamen de la Fis-
cal de Cámara).

21)El abuso de formas societarias con
fines de fraude a la ley ha deriva-
do en la creación de un mundo ju-
rídico paralelo donde la eficacia
de nuestras leyes decae. Se presen-
ta así la paradoja de que el mismo
ordenamiento jurídico que los
jueces mandan a respetar sirve de
fundamento para que un grupo de
personas adecuadamente dotadas
de asesoramiento y técnicas jurí-
dico-contables se halle a resguardo

de su imperatividad (del dicta-
men de la Fiscal de Cámara).

22)El vacío reglamentario posibilitó
que algunas personas con recursos
para constituir sociedades off
shore eludan la imperatividad de
las leyes en perjuicio de la socie-
dad toda. La Resolución General
de la Inspección General de Justi-
cia número 8/03 se dirige a cubrir
esa laguna.

23)Es deber del Estado crear las ga-
rantías para que el cumplimiento
de las leyes sea efectivo. En esa in-
teligencia, el accionar de la Ins-
pección General de Justicia no po-
día permanecer aislado de las de-
más políticas estatales. El Estado,
a través de todas sus dependen-
cias, debe desarrollar un obrar
sistemático dirigido a la realiza-
ción del bien común (del dicta-
men de la Fiscal de Cámara).

24)Si bien se han formulado objecio-
nes de tinte liberal contra la Reso-
lución General 8/03 de la Inspec-
ción General de Justicia en orden
a justificar la libre actuación de
sociedades extranjeras, invocando
el peligro de un Estado interven-
cionista que sustituya las leyes del
mercado, en tanto la propiedad
privada constituye efectivamente
una barrera a la intromisión del
Estado y la libertad de mercado es
un bastión de la democracia y del
crecimiento económico; mas ello
no implica desconocer la necesi-
dad de la intervención estatal pa-
ra corregir sus fallos y restablecer
el orden público vulnerado en de-
fensa de la colectividad (del dic-
tamen de la Fiscal de Cámara).

25)La filosofía liberal ha sufrido mu-
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chas veces haber sido usada para
justificar las pretensiones irres-
trictas de los apetitos económicos
privados (del dictamen de la Fis-
cal de Cámara).

26)La política instrumentada en la
Resolución General IGJ 8/03 ha-
lla pleno respaldo en el derecho
vigente y garantiza el respeto a las
normas constitucionales, en
cuanto tiende a revertir una ten-
dencia elitista y antidemocrática,
que favorece la corrupción y la
impunidad, por lo que su planteo
de inconstitucionalidad debe ser
rechazado (del dictamen de la
Fiscal de Cámara).

27)Desde el caso “Delfino A. M. y
Cía.”, la Corte Suprema de la Na-
ción ha reconocido la facultad del
Poder Ejecutivo o de un cuerpo
administrativo a fin de reglar los
pormenores y detalles necesarios
para la ejecución de una ley,
siempre que no se altere su espíri-
tu. En tal sentido, la Resolución
General de la Inspección General
de Justicia 8/03 IGJ no altera la
distinción realizada por el legisla-
dor entre las sociedades extranje-
ras que realizan actos aislados y
las que desarrollan actividades
comerciales en forma habitual en
la Argentina, sino que fija los de-
talles necesarios para la ejecución
de la ley de sociedades (del dicta-
men de la Fiscal de Cámara).

28)Es razonable que la Inspección
General de Justicia, que tiene co-
nocimientos específicos con res-
pecto al régimen societario, preci-
se qué debe considerarse un acto
aislado, una vez que el legislador
ha manifestado su voluntad de
crear esa categoría. El organismo

de control está en una mejor posi-
ción con respecto al legislador pa-
ra reglamentar el concepto de ac-
to aislado debido a los conoci-
mientos específicos que dicha no-
ción requiere y a la rapidez con
que se debe responder a las ma-
niobras desarrolladas por las so-
ciedades para manipular dicho
concepto (del dictamen de la Fis-
cal de Cámara).

29)La circunstancia de que la socie-
dad extranjera adquirente del in-
mueble se haya constituido en un
paraíso fiscal, a saber, en las Islas
Vírgenes Británicas, que figura en
la “lista negra” de países de baja o
nula tributación según la ley local
–decreto 1344/98, reglamentario
del impuesto a las ganancias– y
extranjera –informe del Grupo de
Acción Financiera contra el Lava-
do de Dinero del 23/6/01 e infor-
me de la OCDE–, configura una
presunción en contra de que se
trate de una sociedad extranjera
bona fide, esto es, una sociedad
que desarrolla su actividad co-
mercial principal en el exterior y
que únicamente ha realizado en
nuestro país una compra aislada
(del dictamen de la Fiscal de Cá-
mara).

30)La adquisición por una sociedad
extranjera de 19 unidades y 25
unidades complementarias de
gran envergadura demuestra que
aquella adquirió dichos inmue-
bles con fines comerciales, así co-
mo el hecho de que esas unidades
no hayan sido revendidas inme-
diatamente y los poderes otorga-
dos a los efectos de la administra-
ción y comercialización de las
unidades reflejan un grado de
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DICTAMEN DE LA FISCAL ANTE CÁMARA: 1. El Inspector General de Justicia in-
timó a la sociedad Bryce Services Corp. para que en treinta días proceda a
cumplir con la inscripción registral prevista en el párr. 3º del art. 118 de la ley
19550 [ED, 42-943 y EDLA, 1984-269], bajo apercibimiento de iniciar las ac-
ciones judiciales correspondientes.

2. El acto fue apelado por la sociedad, que expresó sus agravios a fs. 86/7.
La recurrente planteó la inconstitucionalidad de la Resolución General IGJ

8/03 [EDLA, 2003-B-460], en que se funda la decisión recurrida. Sostiene que
modifica las leyes 19550 y 22315 [EDLA, 1980-355], por cuanto amplía el ré-
gimen sancionatorio de las sociedades constituidas en el extranjero.

Alega que el Inspector General se ha atribuido facultades legislativas, ya
que la única sanción que le podría corresponder es alguna de las enumeradas
en los arts. 13 de la ley 22315 y 302 de la ley 19550, es decir, apercibimiento,
apercibimiento con publicación o multa. Señala que las únicas causales de di-
solución y liquidación previstas por la ley son las enumeradas en el art. 94 de
la Ley de Sociedades.

Asimismo, considera vulnerado el derecho de igualdad ante la ley garanti-
zado por los arts. 16 y 20 de la Constitución Nacional, que comprende tam-
bién a los extranjeros. Dice que hubiera recibido un tratamiento distinto en
otra jurisdicción porque el registro es local y que el Inspector pretende legis-
lar sobre aspectos propios de otros organismos de jurisdicción nacional, co-
mo la Administración Federal de Ingresos Públicos –al perseguir la evasión
fiscal– y el lavado de dinero, que escapan a las facultades propias de un regis-
tro local.

Sostiene que la compra de varios inmuebles realizada por Bryce Services
Corp. es un acto aislado y que el fallo plenario citado en la resolución apelada
es inaplicable. Por último, dice que no está acreditado que se trate de una so-
ciedad constituida en un paraíso fiscal, así como tampoco que haya celebrado
contratos de locación o comodatos con terceros desde que adquiriera las uni-
dades funcionales.

3. A mi modo de ver, el recurso interpuesto no debe prosperar por las ra-
zones que a continuación expongo.

La Inspección General de Justicia creó mediante Resolución General 8/03
IGJ el Registro de Actos Aislados de Sociedades Constituidas en el Extranjero,
que recopilará la información provista por el Registro de la Propiedad In-
mueble sobre la constitución, adquisición, transmisión o cancelación de dere-
chos reales sobre bienes inmuebles por parte de sociedades extranjeras. El Ins-
pector estimó que, en razón del orden público comprometido en el régimen
de extranjería, le incumbía verificar que la calificación de actos “aislados” o si-

permanencia de la actividad de-
sarrollada por dicha compañía,
que excede el concepto de “acto
aislado” (del dictamen de la Fis-
cal de Cámara).

Cámara Nacional Comercial, Sala
D, octubre 13 de 2005. Autos: “Ins-
pección General de Justicia c. Bryce
Services Corporation s/ recurso de
apelación”.
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milar atribuida a determinadas operaciones por sociedades constituidas en el
extranjero se ajuste a la realidad. Ello en ejercicio de sus funciones de fiscali-
zación (art. 8º, inc. b, leyes 19550 y 22315) y a fin de determinar el eventual
encuadramiento de las sociedades extranjeras en los términos del art. 124 de
la ley 19550.

Dice la Resolución General 8/03 IGJ que “en virtud del apuntado carácter de
orden público del régimen de la actuación extraterritorial de dichas sociedades, el
nomen juris de esa actuación y las consecuencias legales que le correspondan, no
pueden quedar exclusivamente libradas a manifestaciones de las partes en el ac-
to de que se trate, toda vez que, en caso de que esa calificación no fuera veraz, ello
importaría la frustración e ineficacia práctica del régimen legal instituido y la
consagración de un tratamiento desigual con respecto a los negociantes locales, en
orden a la publicidad de su actuación”.

También señala que las medidas dispuestas son aptas para contribuir a di-
ficultar la operatividad de mecanismos de legitimación de activos de origen ilí-
cito, el indebido uso de la planificación fiscal, la transgresión de normas in-
disponibles en materia de derecho de familia y sucesorio, la limitación de la
responsabilidad de los socios o controlantes, en hipótesis de desestimación de
la personalidad jurídica societaria de sociedades off shore en cabeza de las cua-
les se ponen los bienes mediante actos calificados de “aislados”.

A su vez, allí se destacó la relevante significación económico-patrimonial
de actos denunciados como “aislados”, como la compra de grandes inmuebles
urbanos o rurales, la de buques, aeronaves o rodados de gran valor, la consti-
tución o cesión de hipotecas, entre otros.

4. En mi parecer, no deben prosperar los agravios de la apelante en cuanto
sostiene que el Inspector General se ha excedido en sus atribuciones.

El procedimiento instituido por la Resolución General 8/03 IGJ para veri-
ficar el cumplimiento del régimen de publicidad del art. 118, párr. 3º de la ley
19550 fue dispuesto en ejercicio de las facultades conferidas al Inspector Ge-
neral de Justicia en el art. 3º de la ley 22315. Esa norma establece específica-
mente su competencia para fiscalizar las sociedades constituidas en el extran-
jero que hagan ejercicio habitual en el país de actos comprendidos en su obje-
to social, con los alcances puntualizados en los arts. 6º y 8º de la misma ley.

A su vez, la creación de un registro de datos en coordinación con el Regis-
tro de la Propiedad Inmueble halla respaldo en la atribución del organismo de
requerir información para el mejor cumplimiento de sus funciones (arts. 6º y
11, ley 22315).

Por otra parte, el mencionado registro se adecua a los requisitos estableci-
dos por la ley 25326 [EDLA, 2000-B-131] de Protección de Datos Personales,
que regula la creación y funcionamiento de los registros públicos. Es decir, fue
creado por disposición general publicada en el Boletín Oficial de la Nación
(art. 22.1) y observa los recaudos para el tratamiento de la información exigi-
dos por la citada ley, a saber: 1) el tratamiento de datos personales es lícito
cuando se recaba para el ejercicio de funciones propias de los poderes del Es-
tado (art. 5º, inc. b); 2) las dependencias del Estado se encuentran habilitadas

R
e

v
is

t
a

 d
e

l 
N

o
t

a
r

ia
d

o
 8

8
4

J
u

r
is

p
r

u
d

e
n

c
ia

156

Notariado 884  21/6/06  11:46 PM  Página 156



para compartir la información necesaria para el ejercicio de sus respectivas
competencias y en la medida de sus funciones atribuidas por la ley (art. 11,
inc. c); máxime que se trata de un registro de uso interno.

Además, la creación del Registro de Actos Aislados no ha sido utilizada co-
mo un fin en sí mismo, sino como un medio para ejecutar las facultades de fis-
calización atribuidas al Inspector General de Justicia por el art. 3º de la ley
22315.

Desde el memorable caso “McCulloch v. Maryland” (17 US, 1819) resuel-
to por la Corte Suprema de los Estados Unidos, la doctrina y la jurispruden-
cia local (“Lino de la Torre s/ recurso de habeas corpus”, CS, Fallos, 19:231 del
21/8/77) y extranjera han receptado la doctrina de los poderes inherentes. El
juez Marshall sostuvo en dicha oportunidad que “un gobierno, dotado de vas-
tos poderes, de cuya adecuada ejecución depende tan fundamentalmente la fe-
licidad y prosperidad de la nación, debe ser también dotado de amplios me-
dios para su ejecución. Otorgado el poder, el interés de la nación es facilitar su
ejecución. Nunca podría ser su interés […] obstaculizar y entorpecer su eje-
cución reteniendo los medios más apropiados”.

Si bien dicho caso se refería a las facultades del Congreso, es aplicable a la
Administración la tesis según la cual, otorgado un poder a un organismo, co-
mo es el caso de las facultades de fiscalización atribuidas a la Inspección Ge-
neral de Justicia, corresponde entender que se le han dotado todos los pode-
res necesarios para el ejercicio del que ha sido expresamente conferido, y sin
los cuales, sino imposible, sería sumamente difícil y embarazosa la ejecución
del poder expresamente otorgado.

En este sentido, los catedráticos españoles García de Enterría y Fernández
sostienen que “La atribución de potestades a la Administración tiene que ser,
en primer término, expresa […] Ahora bien, esa exigencia debe ser matizada
con la doctrina de los poderes inherentes o implícitos que, por excepción,
pueden inferirse por interpretación de las normas más que sobre su texto di-
recto […] Se trata, simplemente, de hacer coherente el sistema legal, que ha de
suponerse responde a un orden de razón y no a un casuismo ciego…” (Eduar-
do García de Enterría y Tomás Ramón Fernández, Curso de Derecho Adminis-
trativo, Civitas, t. I, pág. 447).

Tal como lo señaló entonces el juez Marshall con respecto a la facultad de
crear un banco, ésta no se asemeja a la facultad de crear impuestos o a la de
declarar guerras, esto es, facultades sustantivas e independientes, que no pue-
den ser implicadas como incidentales a otros poderes o usadas como medios
de ejecución de ellos. Por el contrario, en el caso, la facultad de crear un regis-
tro de datos no constituye un fin sino un medio para ejercitar facultades de
control, como las que tiene la Inspección General de Justicia respecto de las
sociedades extranjeras.

5. La Resolución General 8/03 IGJ halla fundamento en los siguientes pro-
pósitos que surgen de sus considerandos: a) velar por los principios de sobe-
ranía y control del régimen registral de la ley 19550; b) distinguir aquellas so-
ciedades que funcionan efectivamente en el exterior y canalizan sus inversio-
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nes productivas, de aquellas cuyo único objeto es la elusión del derecho ar-
gentino; c) la moralización de la vida empresaria y del tráfico; d) prevenir la
interposición de personas para violar la ley; e) limitar la eventual legitimación
de activos de origen ilícito y la infracción a normas tributarias.

En mi opinión, las razones expuestas justifican adecuadamente las medidas
arbitradas por el Inspector para garantizar la eficacia de las leyes vigentes. El
designio de la Resolución General tachada de inconstitucional no es instru-
mentar una cruzada nacionalista destinada a los inversores foráneos, sino que
pretende revertir un fenómeno de la realidad jurídica que crea un grado de de-
sigualdad de las personas ante la ley, deletéreo del orden normativo.

Todo el sistema de publicidad que inspira la registración de personas jurí-
dicas, nacionales y extranjeras, se dirige a dar seguridad a los terceros en sus
relaciones comerciales y a las relaciones de responsabilidad que se susciten en
virtud de la actuación del ente ideal. Sin embargo, los evasores de la ley siem-
pre encuentran antes que la justicia los resquicios que deja el sistema legal o
los ámbitos poco reglamentados para llevar a cabo sus propósitos.

En efecto, en los últimos tiempos se advierte un uso creciente de socieda-
des extranjeras off shore que permiten obrar en la clandestinidad para cometer
delitos económicos y burlar toda clase de imperativos legales mediante la ac-
tuación por interpósita persona. Me refiero a la elusión de obligaciones tribu-
tarias, las derivadas del régimen sucesorio, deberes de asistencia familiar, divi-
sión de la sociedad conyugal, responsabilidad ante los acreedores y toda clase
de simulación y fraude a derechos de terceros. Esta disfunción se ha puesto de
manifiesto a nivel internacional ya que las sociedades off shore han desempe-
ñado un rol protagónico en grandes escándalos financieros, como en los casos
“Enron”, “World Com”, “Parmalat” y “Adecco”, donde una serie de propiedades
y bienes –de origen no explicable– aparecía bajo la titularidad de esta clase de
sociedades (v. Vítolo, Daniel, Sociedades constituidas en el extranjero con sede o
principal objeto en la República, Buenos Aires, El Derecho, pág. 36). El fenó-
meno de la globalización y el acceso a las redes digitales han facilitado la ad-
quisición de esos instrumentos, que se han convertido en una herramienta ac-
cesible para encubrir actividades ilegales o en fraude a las leyes nacionales.

La Resolución examinada también se dirige a revertir una situación de va-
cío reglamentario que facilita la comisión de actos criminales que comprome-
ten la seguridad del Estado y de la comunidad internacional, como es el caso
de la evasión fiscal, el lavado de dinero y la financiación del terrorismo inter-
nacional.

Veremos a continuación que las tradicionales concepciones iusprivatistas
que relegan la persecución del fraude societario y la reparación de la ilicitud al
ámbito de una acción judicial promovida por el tercero afectado no aportan
una solución real a un problema que se ha vuelto endémico. La realidad ha
mutado y exige a los operadores del derecho la debida intervención para res-
tablecer el orden público vulnerado con grave perjuicio para la comunidad.

Sabido es que no puede delinearse estáticamente dónde está el confín en-

R
e

v
is

t
a

 d
e

l 
N

o
t

a
r

ia
d

o
 8

8
4

J
u

r
is

p
r

u
d

e
n

c
ia

158

Notariado 884  21/6/06  11:46 PM  Página 158



tre lo público y lo privado, ya que esas barreras se destruyen y reconstruyen in-
cesantemente a lo largo de la historia.

6. En primer lugar, podemos mencionar que se ha incrementado la crea-
ción de sociedades extranjeras alejadas de toda finalidad comercial, con el so-
lo propósito de infringir las leyes tributarias.

Trazar la línea que distingue el ahorro tributario lícito del ilícito es un te-
ma clásico del derecho tributario.

El problema tiene su punto de partida en el principio según el cual los con-
tribuyentes pueden elegir entre diferentes caminos o procedimientos para es-
tructurar sus negocios y, entre ellos, el camino o procedimiento que trae con-
sigo la menor carga fiscal en cuanto sea legal (Dino Jarach, “Elusión de im-
puestos”, en Estudios de Derecho Tributario, CIMA, 1998, pág. 402). Tanto el de-
recho local como el extranjero han receptado ese principio. Así, la Corte Su-
prema afirmó que “el esfuerzo honesto del contribuyente de mantener sus im-
puestos tan bajos como es legalmente posible no merece reprobación” (Fallos,
241:210; 308:215; entre otros). En igual sentido se expidió la Corte de los Es-
tados Unidos en “Gregory v. Helvering”, sobre el que volveremos más adelan-
te (293 U. S. 465, 1935).

Magill se refiere con ironía al mencionado principio como perfectamente
verdadero, perfectamente general y perfectamente sin sentido (Magill, Taxable
Income, citado por Dino Jarach, El hecho imponible, pág. 153).

No hay un criterio unificado para distinguir entre el ahorro tributario líci-
to del ílícito. Se han utilizado diversos términos: planificación fiscal, economía
de opción, elusión, evasión, etcétera, sobre los que no hay consenso en su con-
ceptualización.

La evasión consiste en la utilización de medios ilícitos para disminuir los
impuestos; en este caso, hay una violación directa a la ley. En la elusión, el con-
tribuyente utiliza formas jurídicas lícitas, pero con fines diversos a los previs-
tos por el legislador, para reducir la carga tributaria (Tarsitano, Alberto, “El
principio de la realidad económica y el exceso de la potestad calificadora del
Fisco”, en Protección constitucional de los contribuyentes, pág. 275). En este sen-
tido, la elusión se relaciona con el abuso de las formas.

Mientras que la planificación fiscal es admitida, la evasión y la elusión de-
ben ser reprochadas. En la elusión fiscal, sólo hay una apariencia de legalidad,
en tanto el contribuyente utiliza formas jurídicas previstas por la legislación,
pero no para los fines que tuvo en cuenta el legislador al crearlas, sino para re-
ducir sus impuestos. Ello difiere de la planificación fiscal donde el contribu-
yente aprovecha un territorio fiscalmente liberado por voluntad expresa del
legislador, que se revela objetivamente en el texto de la ley (Casado Ollero, “La
recalificación administrativa como mecanismo de reacción frente a la elusión
tributaria y al fraude a la ley: posibilidades y límites”, Boletín de la Asociación
Argentina de Estudios Fiscales, dic. 2000, pág. 63).

La línea que distingue la planificación fiscal de la elusión es delgada. Y tam-
bién lo es el límite entre la elusión y la evasión.

El citado caso “Helvering vs. Gregory” de la Corte de Estados Unidos es pa-
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radigmático. El tribunal, luego de establecer el principio según el cual el con-
tribuyente tiene un derecho a reducir sus impuestos por los medios que el de-
recho permite, sostuvo que la constitución de la sociedad formada por el con-
tribuyente debía ser dejada de lado por el Fisco en tanto el contribuyente no
perseguía ninguna finalidad comercial distinta de la de bajar sus impuestos.

Así nace el “test de la finalidad comercial” para distinguir el ahorro tribu-
tario lícito del ilícito. De acuerdo con ese test, toda operación que persiga una
finalidad comercial debe ser respetada por el Fisco, aun cuando implique una
disminución de la carga impositiva. Por el contrario, si el contribuyente utili-
zó un medio lícito, como la constitución de una sociedad, con el único pro-
pósito de disminuir sus impuestos y no puede mostrar un fin comercial, esa
transacción será considerada un ahorro tributario ilícito.

Bollini Shaw ha señalado que en nuestro país gran parte de las sociedades
existentes no son tales y tienen por origen el haber sido formadas por consejo, ge-
neralmente de contadores o abogados, que seguían una cierta moda que por cier-
to no fue pasajera. Se refería concretamente a las sociedades de familia creadas
para no pagar determinados impuestos, para preservar patrimonios o empre-
sas o dificultar a algunos herederos retirar su parte. Sostiene que esas socieda-
des aparentes no fueron ni son sociedades (conf. Bollini Shaw, Carlos, “Socie-
dades aparentes e inexistentes” en Congreso Argentino de Derecho Comercial,
Colegio de Abogados de la Ciudad de Buenos Aires, 1990, vol. 2, pág. 33).

Dice Julio César Rivera que el principio de unidad del patrimonio es un con-
siderable obstáculo al desarrollo de los negocios tanto individuales como empre-
sarios. Ésa es la finalidad legítima: favorecer el desarrollo económico. Lo que
habilita el uso de las prerrogativas exorbitantes del derecho común creadas a
favor de particulares en el derecho privado, como lo es la creación de un ente
ideal, es el fin legítimo, según lo ha consagrado en esta materia el art. 54 de la
ley de sociedades.

En resumidas cuentas, el criterio antes expuesto busca distinguir las tran-
sacciones bona fide de las que sólo persiguen un fin impositivo.

En el citado precedente de la Corte de los Estados Unidos, se sentó otro cri-
terio esencial del régimen tributario: el principio de la “sustancia sobre la for-
ma”, que es ampliamente defendido por Dino Jarach y receptado por nuestra
Ley de Procedimiento Fiscal (arts. 1º y 2º). Según este principio, si bien los
contribuyentes pueden elegir entre diversas formas jurídicas, el Fisco puede
prescindir de dicha elección, cuando la forma jurídica no refleje la substancia
económica subyacente. La realidad económica, y no la forma jurídica elegida
por el contribuyente, es el presupuesto del hecho imponible. De acuerdo con
este criterio, es lícito todo ahorro tributario realizado a través de formas jurí-
dicas que reflejen la realidad económica de la operación y, por el contrario, es
ilícito todo ahorro procurado a través de formas jurídicas que no coincidan
con la sustancia económica de la operación.

Finalmente, es útil señalar el criterio utilizado en Inglaterra para distinguir
el ahorro tributario lícito del ilícito, que consiste en examinar la voluntad ex-
presa e implícita del Congreso al crear el régimen tributario. Una operación es
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admitida, aun cuando genere un ahorro fiscal, si el intérprete considera que el
Congreso ha creado expresa o implícitamente un territorio fiscalmente libe-
rado que puede ser aprovechado lícitamente por los contribuyentes. Por el
contrario, los ahorros fiscales que no son admitidos expresa o implícitamente
por el Congreso son reprochados.

En conclusión, el ahorro fiscal del contribuyente es considerado inadmisi-
ble cuando éste utiliza formas jurídicas con el único fin de reducir sus im-
puestos y sin ninguna finalidad comercial (“test de la finalidad comercial”) o
sin la finalidad comercial prevista por el legislador al crear la forma utilizada
(“principio de la realidad económica” o de “sustancia sobre la forma”).

El proceso de verificación creado por la Resolución General 8/03 tiende a
desalentar la evasión tributaria pues permite distinguir aquellas sociedades
extranjeras que tienen una finalidad de inversión –Resolución General IGJ
22/04– de aquellas que se han constituido con el solo fin de eludir impuestos,
o para sustraer bienes de la garantía de los acreedores o del cumplimiento de
obligaciones familiares u otras leyes imperativas.

En un país como la República Argentina, donde cerca de la mitad de la po-
blación está excluida de tener un nivel digno de subsistencia, los niños, los jó-
venes, los desocupados, las personas ineficientes desde el punto de vista eco-
nómico, necesitan programas de salud y educación que los rescaten del aisla-
miento. La instrucción insuficiente es garantía de exclusión. Ante un proble-
ma de esas dimensiones, ya no cabe duda de que sólo la acción estatal puede
encarar con eficacia esas políticas, cuya desatención acarreará graves conse-
cuencias para la paz social. La elusión tributaria impide realizar estos proyec-
tos, que también requieren una democracia más exigente en cuanto al uso de
los fondos públicos.

Sin embargo, ninguna de aquellas personas que esperan planes sociales tie-
ne una acción judicial individual para reclamar al Estado el goce de sus dere-
chos humanos. A su vez, los ciudadanos comunes, es decir, los que no recurren
a técnicas jurídico-contables para eludir impuestos, no hallan un paraíso fiscal
que los proteja de la presión impositiva, ni siquiera un purgatorio. Ninguno de
ellos puede ejercer una acción judicial para luchar contra esa iniquidad.

7. Una de las principales preocupaciones de la comunidad internacional en
la última década es el efecto corrosivo del orden económico que produce el re-
ciclaje de dinero proveniente de actividades delictivas. La globalización de la
economía trajo aparejada también una globalización del crimen, de modo que
sus consecuencias se trasladan en forma trasnacional.

El dinero proveniente del crimen organizado penetra mediante negocios
ilegítimos para esconder sus ganancias ilícitas. Distorsiona y erosiona las em-
presas comerciales, especialmente del sector financiero, corrompe funciona-
rios y pone en riesgo la estabilidad y seguridad de los Estados (conf. Pérez La-
mela, H. y Reartes, R., El lavado de dinero, Depalma, 2000, pág. 14).

Algunos sectores pueden caer en el error de considerar que estos capitales
una vez ingresados se insertan en la economía generando inversiones durade-
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ras. Algunos piensan que cualquier inversión que ingresa al país es buena y de-
be ser bienvenida sin controles.

Ello no es así: el lavado de dinero trae consecuencias nefastas para las so-
ciedades en que se instala. Sus procesos no encuadran en las leyes de los mer-
cados, ni en las sanas prácticas económico-financieras que deben gobernarlos.
La influencia política y económica del crimen organizado debilita la estructu-
ra social, los estándares éticos de la colectividad y finalmente las instituciones
democráticas de la sociedad. Fundamentalmente, el lavado de dinero está
inextricablemente ligado a la actividad criminal subyacente que lo genera (v.
Financial Action Task Force in Money Laundering, www.oecd.org/fatf).

Las organizaciones criminales invierten grandes sumas y desplazan a las es-
tructuras tradicionales de producción. Esto afecta la capacidad productiva de
bienes y servicios de la plaza (Lamela, ob. cit., pág. 14).

En los países dependientes de capitales de las economías fantasmas, la con-
secuencia será, a mediano o largo plazo, la deformación de su estructura ma-
croeconómica en perjuicio de las actividades genuinas. La movilización de
medios financieros ilegales desalienta los planes de los inversores reales, o los
asocia a la actividad delictiva. Sustrae de la economía regular recursos econó-
micos significativos reduciendo su nivel de crecimiento. La entrada y salida de
capitales en grandes volúmenes pueden influir en la tasa de interés, en la de
cambio y en los precios de determinados bienes y servicios hacia los cuales van
dirigidos esos capitales (Lamela, ob. cit., pág. 12).

A la distorsión del mercado se suman los efectos colaterales que trae apa-
rejada su instalación en una plaza permisiva. Las facilidades que un país otor-
gue al ingreso de dinero ilícito serán proporcionales al ingreso de las organi-
zaciones delictivas que los generan: el narcotráfico, la venta ilegal de armas, de
seres humanos o de sus órganos, el juego, el contrabando, el enriquecimiento
ilícito de funcionarios públicos, el financiamiento de actividades terroristas,
etc. Una política permisiva en esta materia puede transformar a nuestro país
en el objeto preferido de la amenaza.

De acuerdo con las cifras proporcionadas por The Financial Action Task
Force of Money Laundering, el lavado de dinero moviliza entre 590 billones y
hasta 1.5 trillones de dólares. En su menor estimación equivale a la producción
total de una economía como la de España (ver www.oced. org/fatf).

Las naciones del globo despliegan una actividad concertada para comba-
tirlo a través de la creación de organismos especializados y de la celebración de
convenios internacionales de cooperación, de carácter bilateral o multilateral,
algunos de los cuales la Argentina ha suscripto. Este flagelo mundial ha lleva-
do a repensar la función macroeconómica y los alcances del secreto bancario,
financiero y bursátil, así como el tratamiento a dispensar a los paraísos fisca-
les y plazas operativas off shore (conf. Barreira Delfino, Eduardo, en prólogo a
la obra de Lamela y Reartes, cit., pág. VIII).

La persecución se desarrolla principalmente a través de una labor de pre-
vención de las conductas constitutivas del lavado de activos, para lo cual re-
sulta de singular relevancia la actividad de los actores institucionales a los que
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las normas legales les imponen un específico “deber de informar” (v. Gené,
Gustavo E., “Las unidades de Información Financiera: roles, funciones y ries-
gos”, Rev. LL, del 18/4/03).

Las Cuarenta Recomendaciones del Grupo de Acción Financiera (GAFI)
establecen que los países deberían tomar medidas para impedir el uso ilícito de
personas jurídicas por parte de los lavadores de activos. Los países deberían ase-
gurarse de contar con información adecuada, precisa y oportuna sobre los titula-
res beneficiarios finales y el control de las personas jurídicas que las autoridades
competentes puedan obtener o a las que puedan acceder sin demora (nº 33). Asi-
mismo especifica que Los países que tengan personas jurídicas autorizadas a
emitir acciones al portador deberían tomar medidas apropiadas para asegurar
que dichas acciones no sean empleadas incorrectamente para el lavado de acti-
vos… (nº 33).

En este ámbito, la actuación a través de sociedades off shore juega un papel
protagónico porque éstas ofrecen un elemento fundamental para ocultar la
fuente ilícita: la confidencialidad. Por otra parte, el acceso fácil y anónimo a
los centros off shore que proporciona internet ha facilitado su producción in-
dustrial, sin moverse de la propia casa u oficina, con absoluta discreción, me-
diante los sistemas de navegación anónima que provee la red.

Se calcula que el giro de negocios de los paraísos fiscales ronda los 1800 bi-
llones de dólares anuales. Se ha estimado que el 40% proviene del crimen or-
ganizado, tráfico de armas y actividad terrorista en sentido amplio; el 45% de
“planificación fiscal” proveniente de sociedades multinacionales, hombres de
negocios, del espectáculo, etc.; y el 15% de la corrupción o saqueo político.
Funcionan en esta operatoria unas 680.000 sociedades off shore, 1.200.000
trust y 10.000 agencias de bancos extranjeros. Estas entidades canalizan una
evasión fiscal estimada en 292 millones de dólares al año y lavado de dinero
por 600 millones anuales (cifras del año 2000, en Paradisi fiscali: uno scippo
planetario, Malatempora, 2000).

La sustracción de estos recursos a países poco desarrollados es causa de
marginación y pobreza. Mientras, se incrementa la evasión y el lavado a cifras
que rondan entre el 2 y el 5% del producto bruto mundial.

En esta misma línea de acción se adscribe la lucha contra el terrorismo in-
ternacional. Los atentados del 11 de septiembre han acentuado los esfuerzos
para inducir a los paraísos fiscales a adecuar su legislación a las reglas inter-
nacionales que se dirigen hacia una mayor transparencia. En la reunión cum-
bre de Madrid realizada con motivo del último aniversario de esa tragedia, el
Secretario General de las Naciones Unidas, Kofi Annan, exhortó a las naciones
a negar a los terroristas los medios para cumplir sus ataques, entre ellos, la di-
ficultad de recibir sostén económico y financiamiento, lo que exige acciones
eficaces contra el lavado de dinero (versión completa en www.corrieredellase-
ra.it 11 de marzo 2005 y las Recomendaciones especiales sobre la financiación
del terrorismo, FATF-GAFI, 31-10-01, www.oecd.org).

El intercambio de información entre las naciones es fundamental para la
lucha contra estos delitos transnacionales. La existencia de un registro socie-
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tario que consienta pasivamente la actuación clandestina a través de socieda-
des extranjeras al margen del régimen de publicidad establecido por nuestra
ley (arts. 118/124, LS) no sólo obstruye la colaboración penal internacional
–comprometida por el país en diversos tratados– sino el desarrollo de una po-
lítica nacional dirigida al bien común. En cambio, el procedimiento de verifi-
cación instituido por la Resolución General 8/03 IGJ favorece la reconstruc-
ción de la cadena de reciclaje que persiguen las investigaciones judiciales y los
organismos específicos comunitarios.

Por otra parte, la exigencia de mayor transparencia en la actuación de so-
ciedades extranjeras dispuesta por la Inspección General de Justicia no pre-
senta una magnitud que disuada a los inversores genuinos. Éstos se adecuarán
a los requerimientos de información –mediante la inscripción de las denomi-
nadas “sociedades vehículo” (Res. Gral. 22/04 IGJ)– como ocurre en todas las
economías avanzadas cuando los extranjeros (ajenos a la comunidad) preten-
den insertarse en sus mercados.

Debo destacar, por último, un aspecto esencial que define al delito de lava-
do de dinero, distinguiéndolo de la mayoría: sólo produce un daño colectivo.
Jamás se hallará un damnificado individual que denuncie ese delito o pro-
mueva una acción judicial. El lavado de dinero es un delito invisible que per-
judica a todos, corroe la economía y la sociedad. Vemos, pues, que también en
este aspecto la acción de los particulares es insuficiente para garantizar la ob-
servancia de la ley y el bienestar general de la sociedad.

8. El abuso de formas societarias con fines de fraude a la ley ha derivado en
la creación de un mundo jurídico paralelo donde la eficacia de nuestras leyes
decae. Se presenta así la paradoja de que el mismo ordenamiento jurídico que
los jueces mandan a respetar sirve de fundamento para que un grupo de per-
sonas, adecuadamente dotadas de asesoramiento y técnicas jurídico-contables,
se halle a resguardo de su imperatividad.

Esta disfunción es incompatible con un concepto sustancial de la demo-
cracia. Como dice Norberto Bobbio, la democracia no es sólo un método, es
también un ideal: el ideal igualitario (con referencia a la igualdad jurídica).
Donde este ideal no inspira los gobernantes de un régimen que se llama de-
mocrático, la democracia es un nombre vano. No puede separarse la demo-
cracia formal de la democracia sustancial. Donde existe sólo la primera, un ré-
gimen democrático no está destinado a durar (citado por Ferrajoli, Luigi, en
Diritti Fondamentali, Roma, Laterza, 2001, pág. 324).

Lo cierto es que el vacío reglamentario posibilitó que las personas con re-
cursos económicos para constituir esta clase de sociedades eludan la impera-
tividad de las leyes en perjuicio de la sociedad toda. La Resolución General
8/03 se dirige a cubrir esa laguna.

Luigi Ferrajoli nos alerta contra el error de identificar la ausencia de ga-
rantías para que los derechos sean efectivos con la ausencia de los derechos en
sí, de su vigor normativo. Se confunde ineficacia con inexistencia. La existen-
cia de derechos –explica– resulta en esos casos negada en virtud de una defi-
nición implícita que los identifica con una determinada técnica de garantía
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idónea para procurar su satisfacción. La falta de garantías para que la ley se
cumpla, en vez de ser registrada como una laguna que el ordenamiento tiene
el deber jurídico de llenar, se supone inevitable y se confunde con la ausencia
de los derechos mismos. Las lagunas de garantía –dice el autor– o su imperfec-
ción y más aún su violación, en lugar de encontrar en la teoría un instrumento
de análisis crítico, acaban siendo ignoradas y, en la práctica, de forma ‘realista’,
avaladas (en Derechos y garantías. La ley del más débil, pág. 108, Madrid,
Trotta, 2001).

Es deber del Estado crear las garantías para que el cumplimiento de las le-
yes sea efectivo. En esa inteligencia, el accionar de la Inspección General de
Justicia no podía permanecer aislado de las demás políticas estatales. El Esta-
do, a través de todas sus dependencias, debe desarrollar un obrar sistemático
dirigido a la realización del bien común.

Se han formulado objeciones de tinte liberal contra la Resolución General
8/03 IGJ en orden a justificar la libre actuación de sociedades extranjeras, in-
vocando el peligro de un Estado intervencionista que sustituya las leyes del
mercado. La propiedad privada constituye efectivamente una barrera a la in-
tromisión del Estado y la libertad de mercado es un bastión de la democracia
y del crecimiento económico. Mas ello no implica desconocer la necesidad de
la intervención estatal para corregir sus fallos y restablecer el orden público
vulnerado en defensa de la colectividad. Como dice Daniel Bell, la filosofía li-
beral ha sufrido muchas veces haber sido usada para justificar las pretensiones
irrestrictas de los apetitos económicos privados (en Las contradicciones cultu-
rales del capitalismo, pág. 37, Madrid, Alianza Editorial, 1976).

En mi parecer, la política instrumentada en la Resolución General 8/03 IGJ
halla pleno respaldo en el derecho vigente y garantiza el respeto a las normas
constitucionales, en cuanto tiende a revertir una tendencia elitista y antide-
mocrática, que favorece la corrupción y la impunidad. En consecuencia, opi-
no que debe rechazarse el planteo de inconstitucionalidad incoado.

8. (sic) Retomando el examen del presente caso, cabe señalar que la resolu-
ción apelada puntualiza que, de acuerdo con la escritura pública nº 156 del
20/5/02, la sociedad “Oscand Sociedad Anónima” le vendió a la sociedad
Bryce Services Corp, constituida en las Islas Vírgenes Británicas, la cantidad de
19 unidades y 25 unidades complementarias de un edificio sito en Álvarez
Thomas… y… “dejando aclarado la parte compradora que se trataba de un
acto aislado, conforme lo dispuesto por el art. 118, párr. 2º de la ley 19.550”.

En el mismo acto, se le otorgó poder a “Oscand Sociedad Anónima” por el
término de 20 años a fin de llevar a cabo actos relacionados con la construc-
ción del aludido edificio. Asimismo, Bryce Services Corp le otorgó un poder
especial a la Sra. Vecchio para celebrar todos los actos concernientes a la co-
mercialización y administración de las unidades funcionales sitas en la finca
en cuestión.

Al 28/7/04 la sociedad extranjera era propietaria de 16 unidades funciona-
les y 23 unidades complementarias.

El organismo de contralor sostuvo que la actividad desarrollada por Bryce
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Services Corp en la Argentina excede la realización de actos aislados y confi-
gura una actuación habitual. Dicha calificación no es irrazonable si considera-
mos la reiteración de los actos, su significación económica, el domicilio de la
sociedad en un país de baja tributación y el destino de los bienes.

El Inspector General de Justicia, en ejercicio de las facultades reglamenta-
rias previstas en el art. 11, inc. c), de la ley 22315, fijó las pautas que tendrá en
cuenta el organismo a los efectos de distinguir la actuación habitual de la me-
ra realización de actos aislados por parte de una sociedad extranjera (art. 4º,
inc. 1º, Resolución General 8/03 IGJ). La norma prevé que dicha enumeración
no es exhaustiva, sino que no impide que se tengan en cuenta otros elementos
en determinados casos.

La enumeración de los criterios mencionados no excede el uso de las fa-
cultades reglamentarias de la Inspección en tanto tiende a precisar la noción
de acto aislado y la de actuación habitual contenidas en la ley de sociedades.
La fijación de estos criterios, que no innovan con respecto a los criterios vi-
gentes en la jurisprudencia y en la doctrina para deslindar actos aislados de ac-
tuación habitual, tiende a otorgar mayor seguridad jurídica a las transaccio-
nes. Las sociedades del exterior podrán prever adecuadamente si su actuación
será calificada por el organismo de control y por los jueces como habitual o
como “actos aislados” y, consecuentemente, a qué régimen deben atenerse.

Por otro lado, el establecimiento de los aludidos criterios permite asegurar
un trato igualitario a las sociedades extranjeras que actúen en nuestro país, sin
dejar de admitir que las particularidades de un caso pueden requerir la consi-
deración de elementos no previstos expresamente para llegar a una solución
justa y equitativa.

Desde el caso “Delfino A. M. y Cía.”, la Corte Suprema de la Nación ha re-
conocido la facultad del Poder Ejecutivo o de un cuerpo administrativo a fin
de reglar los pormenores y detalles necesarios para la ejecución de una ley,
siempre que no se altere su espíritu. En el presente caso, la Resolución Gene-
ral 8/03 IGJ no altera la distinción realizada por el legislador entre las socieda-
des extranjeras que realizan actos aislados y las que desarrollan actividades co-
merciales en forma habitual en la Argentina, sino que fija los detalles necesa-
rios para la ejecución de la ley de sociedades.

Por último, cabe destacar que es razonable que la Inspección General de
Justicia, que tiene conocimientos específicos con respecto al régimen societa-
rio, precise qué debe considerarse un acto aislado, una vez que el legislador ha
manifestado su voluntad de crear esa categoría. El organismo de control está
en una mejor posición con respecto al legislador para reglamentar el concep-
to de acto aislado debido a los conocimientos específicos que dicha noción re-
quiere y a la rapidez con que se debe responder a las maniobras desarrolladas
por las sociedades para manipular dicho concepto.

Con respecto a la aplicación al caso particular de los criterios establecidos
por la resolución en cuestión, en primer lugar, cabe destacar que Bryce
Services Corp es una sociedad constituida en un paraíso fiscal, a saber, las Is-
las Vírgenes Británicas, que figura en la “lista negra” de países de baja o nula

R
e

v
is

t
a

 d
e

l 
N

o
t

a
r

ia
d

o
 8

8
4

J
u

r
is

p
r

u
d

e
n

c
ia

166

Notariado 884  21/6/06  11:46 PM  Página 166



tributación según la ley local –decreto 1344/98, reglamentario del impuesto a
las ganancias– y extranjera –informe del Grupo de Acción Financiera contra
el Lavado de Dinero del 23/6/01 e informe de la OCDE–. Esta circunstancia
configura una presunción en contra de que se trate de una sociedad extranje-
ra bona fide, esto es, una sociedad que desarrolla su actividad comercial prin-
cipal en el exterior y que únicamente ha realizado en nuestro país una compra
aislada. La recurrente no ha mostrado que desarrolle alguna actividad en las
Islas Vírgenes Británicas y, en tanto se trata de un paraíso fiscal, cabe presumir
que se encuentra allí constituida a efectos impositivos únicamente.

En segundo lugar, cabe resaltar la significación económica de la adquisi-
ción de 19 unidades y de 25 unidades complementarias en un edificio de gran
envergadura. Asimismo, la cantidad de unidades, como los poderes otorgados,
muestran que Bryce adquirió los inmuebles con fines comerciales.

Asimismo, el hecho de que las unidades adquiridas no hayan sido revendi-
das inmediatamente y los poderes otorgados a los efectos de la administración
y comercialización de las unidades reflejan un grado de permanencia de la ac-
tividad desarrollada por Bryce, que excede el concepto de “acto aislado”.

En conclusión, considero que la recurrente no ha presentado defensas y
pruebas suficientes para apartarse de la calificación realizada por el organis-
mo de control, aplicando las pautas fijadas por la Resolución General 8/03 IGJ
al caso en particular.

Por otra parte, cabe destacar que el Inspector General no ha aplicado san-
ciones no previstas por la ley, como se alega, sino que se ha limitado a resol-
ver que las solicitará por vía judicial. En esas condiciones, nada cabe decidir
en estos autos sobre la viabilidad de disolver o liquidar la sociedad en virtud
del incumplimiento detectado, porque ello implicaría prejuzgar al respecto.

9. Por los fundamentos expuestos, opino que V. E. debe rechazar el planteo
de inconstitucionalidad de la Resolución General 8/03 IGJ y confirmar el ac-
to recurrido. Mayo 27 de 2005. – Alejandra Gils Carbó.

Buenos Aires, octubre 13 de 2005. – 1. Bryce Services Corp, sociedad cons-
tituida en el extranjero, apeló contra la resolución dictada por la Inspección
General de Justicia el 5 de agosto de 2004 (Res. IGJ 945), obrante en fs. 54/62,
en cuanto la intimó a cumplir con la inscripción registral prevista por el párr.
3º de la LS: 118, bajo apercibimiento de iniciar las acciones judiciales corres-
pondientes (fs. 86/91, contestado en fs. 125/133 por la Inspección General de
Justicia).

2. La IGJ planteó cierto cuestionamiento a la personería de la apelante (v.
fs. 125 vta., III), defectos que aparecen subsanados en fs. 147/8, en función del
acompañamiento de un acta notarial aclaratoria.

Esta rectificación resultó consentida por la excepcionante, mas solicitó la
imposición de costas.

Si bien se advierte que aquella defensa dilatoria referida a la personería de
la apelante aparece subsanada, tornando así abstracta la cuestión, no es menos
cierto que aquel defecto originario ha dado lugar al planteo efectuado por la
IGJ en fs. 125 vta., III.
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De tal modo, la presentación del acta notarial de fs. 147 permite concluir
que aquel defecto ha generado la promoción de la incidencia, razón por la cual
cuadra imponer las costas producidas por la misma a la apelante.

3. En la resolución IGJ 945, la Inspección General de Justicia resolvió hacer
saber a la apelante que debía cumplir con la inscripción registral prevista por
el tercer párrafo de la LS: 118, bajo apercibimiento de iniciar las acciones ju-
diciales correspondientes.

En las consideraciones previas a esa decisión, la autoridad administrativa
expresó que… la adquisición de 19 unidades funcionales y 25 unidades comple-
mentarias en el edificio sito en la Avenida Álvarez Thomas nº… y… esquina a la
calle Concepción Arenal nº…, esquina Córdoba números…, esquina Santos Du-
mont nº… de esta Ciudad de Buenos Aires, excede largamente el concepto de “ac-
to aislado”, corresponde intimar… (fs. 61).

4. Si bien la Inspección General de Justicia ha dado curso a una “intima-
ción” a la recurrente en las funciones establecidas por la ley 22315 [EDLA,
1980-355]: 8, tal emplazamiento no ha sido tal, pues carece de una conse-
cuencia inmediata y específica pasible de promover efectos en la sociedad (es-
ta Sala, 25/10/04, “Inspección General de Justicia c. Ranelagh Golf Club S. A.
s/ incidente de apelación” [ED, 211-60]).

La consecuencia de ese emplazamiento no es otro que una reiteración en la
especie de las facultades genéricas conferidas por la ley 22315: 8 a esa depen-
dencia estatal y la advertencia sobre una acción futura.

Ese anunciado proceso judicial será, por lo demás, el ámbito apropiado en
el cual –eventualmente– la sociedad extranjera podrá ventilar las argumenta-
ciones sustanciales aquí invocadas, tocantes a constituir la adquisición del cita-
do inmueble como un acto aislado o si dicha compra excedió dicho concepto.

Ese juicio será además el cauce en el cual la recurrente podrá ejercer plena-
mente su derecho de defensa (art. 18, CN), no conculcado en la especie en tan-
to no ha existido una decisión jurisdiccional sin debida audiencia de la parte
interesada.

Conclúyese de lo expuesto que la resolución administrativa apelada, en
cuanto fuere materia de recurso, no causa agravio actual a la impugnante.

Aquella anunciada acción judicial deberá ser el marco en el cual la recurren-
te podrá ventilar la argüida inconstitucionalidad de la RG 8/02 (fs. 86 vta., iii).

5. Por ello, confírmase la resolución apelada.
Con costas.
Por su escrito de fs. 125/33 se fija el honorario en $... para los doctores

S. G. J. y C. C. C., en conjunto (art. 14, ley 21839 [EDLA, 1978-290]). Devuél-
vase sin más trámite, confiándose al magistrado de primera instancia proveer
las diligencias ulteriores (art. 36, inc. 1º, Código Procesal) y las notificaciones
pertinentes. Actúan los suscriptos de conformidad con lo dispuesto por Reso-
luciones 177/04, 238/05 y 359/05 del Consejo de la Magistratura y Acuerdos
del 15/12/04, 29/6/05 y 12/9/05 de esta Cámara. — María L. Gómez Alonso de
Díaz Cordero. — Felipe M. Cuartero. — Miguel Bargallo.
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